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Toluca de Lerdo, Estado de México a __ de __ de 2022.

DIP. ____________________
PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA
LXI LEGISLATURA DEL H. PODER LEGISLATIVO

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO

P R E S E N T E

Honorable Asamblea: 

Quienes suscriben MARÍA LUISA MENDOZA MONDRAGÓN Y CLAUDIA DESIREE MORALES ROBLEDO, diputadas integrantes del GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO en la LXI Legislatura del Estado de México, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 51 fracción II, 57 y 61 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 28 fracción I,  30, 38 fracción I, 79 y 81 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, someto a la consideración de este Órgano legislativo, la siguiente PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE MÉXICO, ASÍ COMO A LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y A LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO, AMBAS DEL ESTADO DE MÉXICO, PARA QUE EN EL ÁMBITO DE SU MATERIA Y COMPETENCIA REALICEN ACCIONES QUE FAVOREZCAN LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA, BRINDEN CONDICIONES DE SEGURIDAD Y GARANTICEN EL DEBIDO EJERCICIO DE LOS DERECHOS POLÍTICO ELECTORALES DE LAS Y LOS MEXIQUENSES, con sustento en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La seguridad pública es sin duda uno de los grandes pilares de cualquier régimen democrático, por lo que el Estado debe velar por garantizar el orden y ejercer de manera única el uso de la fuerza pública, tal como sostiene Max Weber. En este sentido, reside en el Estado la procuración de proteger a sus gobernados y pugnar por la tutela de sus derechos humanos.

Pese a lo anterior, una de las grandes preocupaciones es la inseguridad y la violencia que se vive actualmente y que implican una fractura y un atentado a la democracia y al Estado de derecho. 
En este contexto, es fundamental señalar que la democracia es un sistema complejo que no reside de forma exclusiva en las jornadas comiciales, sino que supone participación ciudadana, vigilancia de las autoridades por parte de los gobernados y más aún, conlleva que esta forma de gobierno brinde ambientes seguros, garantías para el ejercicio de los derechos y garantice a los ciudadanos una vida digna en cualquier ámbito, ya sea federal, estatal o municipal, por lo que se requiere coordinación en todos los niveles para generar condiciones idóneas de gobernanza. 

Por lo anterior, diversos Estados han emprendido estrategias desde sus contextos para abatir la inseguridad y con ello buscar mejoras en la calidad de vida de sus nacionales a fin de fortalecer su régimen democrático. 
En México, la Constitución Política instaura las bases de la seguridad y como ésta se concibe actualmente; estableciendo que “la seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social (…)”.
Por lo tanto, el artículo 21 constitucional, es el fundamento del sistema nacional de seguridad pública, el cual establece, principalmente, la prevención, la investigación y la persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, e incluye los principios que rigen la actuación de las instituciones de seguridad pública, respetando en todo momento los derechos humanos. 
En este orden de ideas, es fundamental abordar la antítesis de la seguridad y es que el problema de la inseguridad en que nos situamos implica diversas esferas de la sociedad, pero sin duda, tiene un impacto en el ámbito político, que se ejemplifica claramente con las cifras no solo de candidatas y candidatos asesinados, si no en lo general con los atentados que han sufrido quienes se involucran en el espacio público y detentan cargos de elección popular. 
Basta con señalar que el proceso electoral federal y local 2021, conocido como el más grande de la historia del país, por la renovación de más de 20 mil cargos de elección popular, entre los que se encontraban miembros de la cámara de diputados, gobernantes de 15 estados y congresos locales así como de integrantes de los ayuntamientos, estuvo enmarcado en un clima de violencia, por lo que incluso la Organización de las Naciones Unidas, a través de su alta comisionada Michelle Bachelet, manifestó la necesidad de castigar los actos criminales cometidos en las campañas 2021 y la búsqueda de acciones a fin de garantizar que no se repitan. 
La comisionada en la 47º sesión del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, en Ginebra, manifestó en torno al proceso electoral 2021 en México, que se documentó el asesinato de al menos 91 políticos y miembros de partidos, entre los cuales 36 se presentaban como candidatos.
Aunado a lo anterior, destacó: que participantes en el proceso electoral fueron atacados o amenazados, que se afectó además a simpatizantes de un partido u otro, así como a funcionarios que trabajaron para que los comicios pudieran tener lugar. No menos importante, señaló que existieron otras formas de violencia como la de género, así como de carácter sexual, y campañas de difamación.
No pasa inadvertido, por tanto, que, pese a los lineamientos para prevenir, atender y sancionar la violencia política contra las mujeres por razones de género, emitidos por el Instituto Nacional Electoral (INE), entre enero y abril de 2021 la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales abrió 14 investigaciones relacionadas con violencia política de género contra las mujeres.
En el tiempo en que se desarrollaron los comicios federales 2021, el INE sancionó a 107 personas por violencia política de género, e impuso desde multas monetarias hasta la cancelación de candidaturas, cifras que son reflejo si bien de compromiso por parte de la autoridad administrativa, también de un tipo de violencia que empaño el proceso electoral y que sin duda afecta la construcción de la democracia. 

Cabe señalar que, por su parte, la Fiscalía General de la República informó que en el desarrollo de la jornada electoral del pasado 6 de junio de 202, se recibieron mil denuncias, de las cuales sólo se investigan 415. 
Los cinco estados con más incidencia por posibles delitos electorales federales fueron la Ciudad de México con 229, el Estado de México con 100, Nuevo León con 61, Chiapas con 48 y Puebla con 45.  
Ante este escenario tan lamentable de violencia, la democracia en México tiene el mayor reto para la conformación de gobiernos y además para el desarrollo de los procesos electorales a fin de promover la gobernabilidad democrática, sin que grupos o intereses cualesquiera busquen detentar el poder y control para sus propios fines. 

Ahora bien, por lo que hace al Estado de México, es la entidad federativa más poblada del país con 16.9 millones de habitantes, según el Censo 2020 del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, contando también con el Padrón y Lista Nominal más robusta, con más de 12 millones de electores, advirtiéndose así la complejidad que enfrenta en todo proceso democrático por su número poblacional y en consecuencia por los índices delictivos que también vive. 

Para evidenciar lo anterior, cabe recordar que, respecto a su seguridad, la entidad mexiquense es conocida por el alto número de feminicidios y violencia de género que registra, pese a las continuas medidas impuestas y acciones que han emprendido las autoridades. 
Aunado a lo anterior, los municipios de Toluca, Ecatepec, Nezahualcóyotl, Naucalpan, Tlalnepantla y Atizapán de Zaragoza encabezan la lista de inseguridad en la Encuesta Nacional de Seguridad Urbana (ENSU), publicada el 19 de abril del dos mil veintiuno por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

Entre los actos delictivos denunciados con más frecuencia fueron: robos, violencia familiar, agresiones sexuales, fraudes y extorsiones. Por lo que, en el último reporte que entregó la Fiscalía General de Justicia del Estado de México a la federación en 2021, con las cifras de enero a noviembre, informó que en territorio se iniciaron 356 mil 424 carpetas de investigación en el total de delitos tipificados. 
También es de considerarse la información arrojada por el Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública que refirió que -en comparación de marzo de 2021 a 2022- el robo, homicidio y extorsión aumentaron al pasar de 11 mil 950 a 12 mil 398 robos; 310 a 354 privaciones de la vida y 281 a 287 extorsiones, respectivamente. Esto representa el crecimiento de 2.28 por ciento en la incidencia delictiva. 
En este sentido, la inseguridad en la que se encuentra la entidad mexiquense trastoca diversos ámbitos como lo es el político, empresarial, comercial, entre otros, que hacen que la percepción ciudadana con respecto a la seguridad sea baja, puesto que se siente vulnerable ante la incidencia delictiva que arremete a diario. 
Lo grave no solo es esto, sino también la vulnerabilidad en la que se encuentran quienes buscan incidir en el espacio público como actores políticos, dado que el Estado no les garantiza las condiciones mínimas para el ejercicio de sus derechos. 

Para ejemplificar lo anterior, el pasado 30 de junio del año en curso, quién fuera la primer sindico en el municipio de Ecatepec, Lorena Salas Lemus, sufrió un atentado en su domicilio familiar, en donde fue atacada con arma de fuego, por lo que inició una carpeta de investigación en contra de quien resulte responsable. 
El hecho no es aislado, lamentablemente esto solo es un ejemplo de lo que viven quienes son parte del escenario político, así, es necesario que las distintas autoridades facultadas en brindar seguridad pública garanticen a quienes están inmersos en el escenario público condiciones mínimas para su actuación. 
El contexto de inseguridad está presente a lo largo y ancho del país, lo que representa un evidente riesgo en contra de nuestro sistema democrático, por ello, este Grupo Parlamentario insiste en buscar la colaboración de las autoridades encargadas de garantizar el orden y la seguridad pública, más allá de solo permear esta problemática en el marco de los procesos electorales, porque la democracia se construye todos los días. 
Las dependencias gubernamentales deben generar ambientes de paz social, a fin de brindar a la ciudadanía espacios públicos en donde ejerciten plenamente sus derechos político-electorales, libres de temores a las represarías, ataques o hechos violentos. 
La violencia que se presenta en el ámbito político es un tema que debe alarmar a todas las instituciones del Estado, en la medida en que amenaza la democracia, así toda institución de seguridad y procuración de justicia deben actuar de manera urgente con el fin último de prevenir la repetición de estos acontecimientos.
Así, este punto de acuerdo busca que las distintas autoridades encargadas de la seguridad pública en la entidad trabajen de manera conjunta y en ámbito de sus competencias para combatir escenarios que pongan en riesgo el Estado de Derecho que garantiza condiciones en que las y los mexiquenses ejerzan sus derechos y libertades fuera de contextos violentos.

Más aún, busca que la ciudadanía interesada en participar en el espacio público tenga garantizadas las condiciones para buscar cambios desde sus trincheras como actores políticos, a fin de buscar una mejor sociedad, un mejor país y sobre todo un mejor Estado de México.
Por lo anteriormente expuesto, se somete a la consideración de este H. Poder Legislativo del Estado de México, para su análisis, discusión y en su caso aprobación, el presente: 
PUNTO DE ACUERDO

RESOLUTIVOS

PRIMERO. La H. LXI Legislatura del Estado Libre y Soberano de México exhorta respetuosamente a la Fiscalía General de Justicia del Estado de México para que en el ámbito de su competencia y normatividad aplicable realice las acciones necesarias para velar por la legalidad, por la prontitud en el desahogo de las carpetas de investigación y el respeto a los derechos de la ciudadanía en cuanto a la seguridad y con ello garantice condiciones de seguridad a los actores políticos en el Estado.
SEGUNDO. La H. LXI Legislatura del Estado Libre y Soberano de México respetuosamente emite exhorto a la Secretaría de Seguridad del Estado de México, para que en estricto apego y en ejercicio de sus respectivas funciones, ejecute las acciones necesarias para garantizar la integridad física de la ciudadanía y el debido ejercicio de sus derechos político electorales. 

TERCERO. Con el debido respeto se emite exhorto a la Secretaría General de Gobierno del Estado de México, a fin de que ejecute y coordine acciones entre las dependencias gubernamentales que favorezcan la participación ciudadana y el pleno goce y ejercicio de los derechos político electorales de la ciudadanía. 
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 92 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México y 110 del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México se tiene que, una vez concluido el proceso de aprobación por el Pleno de la Legislatura, el Ejecutivo del Estado deberá, para así generar las consecuencias legales conducentes, hacer que este instrumento legislativo se publique y se cumpla.

Dado en el Palacio del Poder Legislativo en la Ciudad de Toluca, Capital del Estado de México, a los días __ del mes de ________ de dos mil veintidós.

A T E N T A M E N T E

DIP. MARIA LUISA MENDOZA MONDRAGON

COORDINADORA DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO
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